SIMPLE NULIDAD - Ley 1437 de 2011
Esta Corporación, en aplicación de la denominada teoría de los motivos y las finalidades, ha considerado que la acción de simple nulidad también procede excepcionalmente contra los actos particulares y concretos en los casos en que «la situación de carácter individual a que se refiere el acto, comporte un especial interés, un interés para la comunidad de tal naturaleza e importancia, que vaya aparejado con el afán de legalidad, en especial cuando se encuentre de por medio un interés colectivo o comunitario, de alcance y contenido nacional, con incidencia trascendental en la economía nacional y de innegable e incuestionable proyección sobre el desarrollo y bienestar social y económico de gran número de colombianos. De otra parte, el criterio jurisprudencial así aplicado, habrá de servir como de control jurisdiccional frente a aquellos actos administrativos que no obstante afectar intereses de particulares, por su contenido y trascendencia impliquen, a su vez, el resquebrajamiento del orden jurídico y el desmejoramiento del patrimonio económico, social y cultural de la Nación». 

Ahora bien, al entrar en vigencia la Ley 1437 de 2011, ya no es necesario hacer la interpretación en los términos que ha establecido la jurisprudencia, toda vez, que la misma norma expresa taxativamente cuáles son las excepciones en que procede la acción de nulidad contra actos administrativos de carácter particular, las cuales se encuentran contempladas en el artículo 137 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

CONVENIO INTERADMINISTRATIVO - Acción contractual
El Despacho considera necesario advertir que el convenio interadministrativo es un contrato, en relación con el tema ya esta Corporación se ha pronunciado en diferentes ocasiones: «Sentencia 23 de junio de 2010, rad: 66001-23-31-000-1998-00261-01 (17860) Consejero Ponente Mauricio Fajardo Gómez: “el principal efecto de los convenios interadministrativos, al igual que el de los demás contratos, es el de crear obligaciones que sólo se pueden invalidar o modificar por decisión mutua de los contrayentes o por efecto de las disposiciones legales, tal y como claramente lo dispone el artículo 1602 del Código Civil”.  Sentencia 7 de octubre de 2009, rad: 25000-23-24-000-2000-00754-01(35476), Consejero Ponente: Enrique Gil Botero: “Por ende, la sala considera que la acción contractual es la vía procesal adecuada para someter a conocimiento del juez contencioso administrativo las controversias que se deriven de los llamados convenios interadministrativos al ser estos una manifestación de la llamada actividad negocial de la administración pública». 

CADUCIDAD DE LA ACCIÓN - Alcance
De las declaraciones realizadas por la parte actora se desprende que está solicitando la nulidad de un acto administrativo contractual, por lo que el medio de control indicado es el de controversias contractuales. En vista de lo anterior, esto implica una afectación respecto de la competencia funcional y la instancia en que debe conocer el asunto ya sea en un Juzgado Administrativo o el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, por lo que, antes de decidir a qué entidad se enviará el expediente, el Despacho en aras de respetar los principios del debido proceso y de economía procesal, entrará a estudiar la caducidad del medio de control indicado. 

El artículo 164, numeral 2, literal j, numeral iv del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo consagra que, la oportunidad para demandar en ejercicio del medio de control de controversias contractuales es de dos años y, en aquellos casos en que el contrato requiera de liquidación y ésta sea efectuada unilateralmente por la Administración, dicho término se contará desde el día siguiente al de la ejecutoria del acto administrativo que la apruebe. 

A la luz de lo anterior, se tiene que dentro del expediente obra la constancia de ejecutoria de la Resolución Nº 2851 de 2009, por medio de la cual se liquidó unilateralmente el Convenio Nº 094 de 2002, en la que consta que quedó debidamente ejecutoriada el 24 de junio de 2009, de manera que la caducidad del medio de control de controversias contractuales empezó a correr a partir del 25 de junio de 2009 hasta el 25 de junio de 2011 y, como quiera que la demanda se interpuso el 30 de septiembre de 2014 resulta forzoso concluir que fue extemporánea, por lo que se impone su rechazo. 

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

SUBSECCION A

Consejero ponente: HERNAN ANDRADE RINCON

Bogotá D.C., veintiuno (21) de mayo de dos mil quince (2015).

Radicación número: 11001-03-26-000-2014-00148-00(52432)

Actor: GOBERNACION DEL VALLE DEL CAUCA
Demandado: NACION - MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL
Referencia: MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD (AUTO RECHAZA DEMANDA)
Pasa a Despacho el asunto de la referencia para considerar la admisión del medio de control de nulidad interpuesto por la Gobernación del Valle del Cauca en contra de la Resolución N° 2851 del 18 de mayo de 2009 proferida por el Ministerio de Educación Nacional, mediante la cual se liquidó unilateralmente el Convenio Interadministrativo Nº 094 de 2002.

I. ANTECEDENTES

El 30 de septiembre de 2014
, la Gobernación del Valle del Cauca, por intermedio de apoderado judicial, interpuso demanda en ejercicio del medio de control de nulidad en contra de de la Resolución N° 2851 del 18 de mayo de 2009 proferida por el Ministerio de Educación Nacional, 

Como hechos de la demanda, se expusieron básicamente, los siguientes:

Entre el Ministerio de Educación Nacional y la Gobernación del Departamento del Valle del Cauca se suscribió el Convenio Nº 094 de 2002, cuyo objeto era “el Desarrollo y la ejecución por parte del Departamento del proyecto de subsidio a la oferta con criterio de ampliación de cobertura, con el fin de incrementar la cobertura en 5000 cupos en centros oficiales en el período escolar 2003, en los municipios de Buenaventura, La Unión, La Victoria, Restrepo, Roldanillo, Trujillo, de conformidad con la ficha EBI del proyecto”. 

El plazo de ejecución del Convenio se prorrogó en dos oportunidades hasta el 27 de noviembre de 2004. Luego el 30 de enero de 2009, trascurridos más de 4 años de finalizado el plazo de ejecución del convenio interadministrativo el Ministerio Educación Nacional remitió un proyecto de liquidación bilateral al Departamento del Valle del Cauca, por su supuesta inejecución y solicitó la devolución de los recursos girados para tal fin, proyecto que no fue suscrito por el Departamento del Valle del Cauca. 

En vista de lo anterior, el Ministerio de Educación Nacional profirió la Resolución Nº 2851 el 18 de mayo de 2009, que se notificó el 12 de junio de la misma anualidad, mediante la cual liquidó unilateralmente el Convenio Nº 094 de 2002. 

II. CONSIDERACIONES

1.  El Caso en concreto. 

La Gobernación del Valle del Cauca interpuso medio de control de nulidad con el objeto de que se declare nula la Resolución N° 2851 de 2009, por medio de la cual se liquidó unilateralmente el Convenio N° 094  de 2002. Se tiene que el acto administrativo de liquidación de un convenio interadministrativo, es un acto de carácter particular que solo afecta a las partes que lo suscriben. 

Esta Corporación, en aplicación de la denominada teoría de los motivos y las finalidades, ha considerado que la acción de simple nulidad también procede excepcionalmente contra los actos particulares y concretos en los casos en que “la situación de carácter individual a que se refiere el acto, comporte un especial interés, un interés para la comunidad de tal naturaleza e importancia, que vaya aparejado con el afán de legalidad, en especial cuando se encuentre de por medio un interés colectivo o comunitario, de alcance y contenido nacional, con incidencia trascendental en la economía nacional y de innegable e incuestionable proyección sobre el desarrollo y bienestar social y económico de gran número de colombianos. De otra parte, el criterio jurisprudencial así aplicado, habrá de servir como de control jurisdiccional frente a aquellos actos administrativos que no obstante afectar intereses de particulares, por su contenido y trascendencia impliquen, a su vez, el resquebrajamiento del orden jurídico y el desmejoramiento del patrimonio económico, social y cultural de la Nación
”. 
Ahora bien, al entrar en vigencia la Ley 1437 de 2011, ya no es necesario hacer la interpretación en los términos que ha establecido la jurisprudencia, toda vez, que la misma norma expresa taxativamente cuáles son las excepciones en que procede la acción de nulidad contra actos administrativos de carácter particular, las cuales se encuentran contempladas en el artículo 137 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, así:

“Artículo 137. Nulidad. Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de representante, que se declare la nulidad de los actos administrativos de carácter general.

Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en que deberían fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de las atribuciones propias de quien los profirió.

También puede pedirse que se declare la nulidad de las circulares de servicio y de los actos de certificación y registro.

Excepcionalmente podrá pedirse la nulidad de actos administrativos de contenido particular en los siguientes casos:

1. Cuando con la demanda no se persiga o de la sentencia de nulidad que se produjere no se genere el restablecimiento automático de un derecho subjetivo a favor del demandante o de un tercero.

2. Cuando se trate de recuperar bienes de uso público.

3. Cuando los efectos nocivos del acto administrativo afecten en materia grave el orden público, político, económico, social o ecológico.

4. Cuando la ley lo consagre expresamente.

Parágrafo. Si de la demanda se desprendiere que se persigue el restablecimiento automático de un derecho, se tramitará conforme a las reglas del artículo siguiente.

Dicho esto, el Despacho encuentra que la parte actora interpuso demanda en ejercicio del medio de control de nulidad en contra de un acto administrativo de carácter particular que no está contenido dentro de las excepciones anteriormente descritas, pues es evidente que si se llegara a declarar la nulidad del acto administrativo demandado se generaría un restablecimiento automático del derecho en favor de la Gobernación del Valle del Cauca. 

Como ya quedó establecido que el presente asunto no puede tramitarse desde la óptica de la simple nulidad, el Despacho entrará a estudiar la naturaleza del acto, para determinar el medio de control procedente.

Revisado el expediente, se encuentra que la parte actora solicitó que se hicieran las siguientes declaraciones:

“1. Que es nula en su totalidad la Resolución 2851 del 18 de mayo de 2009, expedida por el Ministro de Educación Nacional mediante la cual se liquidó unilateralmente el convenio interadministrativo Nº 094 de 2002, suscrito con la Gobernación del Valle del Cauca.

2. Una vez ejecutoriada la sentencia que le ponga fin a la presente acción, se comunique a la autoridad administrativa que profirió el acto, para los efectos legales consiguientes”. 

Así las cosas, el Despacho considera necesario advertir que el convenio interadministrativo es un contrato, en relación con el tema ya esta Corporación se ha pronunciado en diferentes ocasiones: 

“Sentencia 23 de junio de 2010, rad: 66001-23-31-000-1998-00261-01 (17860) Consejero Ponente Mauricio Fajardo Gómez: “el principal efecto de los convenios interadministrativos, al igual que el de los demás contratos, es el de crear obligaciones que sólo se pueden invalidar o modificar por decisión mutua de los contrayentes o por efecto de las disposiciones legales, tal y como claramente lo dispone el artículo 1602 del Código Civil”. 

Sentencia 7 de octubre de 2009, rad: 25000-23-24-000-2000-00754-01(35476), Consejero Ponente: Enrique Gil Botero: “Por ende, la sala considera que la acción contractual es la vía procesal adecuada para someter a conocimiento del juez contencioso administrativo las controversias que se deriven de los llamados convenios interadministrativos al ser estos una manifestación de la llamada actividad negocial de la administración pública”. 
De las declaraciones realizadas por la parte actora se desprende que está solicitando la nulidad de un acto administrativo contractual, por lo que el medio de control indicado es el de controversias contractuales. En vista de lo anterior, esto implica una afectación respecto de la competencia funcional y la instancia en que debe conocer el asunto ya sea en un Juzgado Administrativo o el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, por lo que, antes de decidir a qué entidad se enviará el expediente, el Despacho en aras de respetar los principios del debido proceso y de economía procesal, entrará a estudiar la caducidad del medio de control indicado. 

El artículo 164, numeral 2, literal j, numeral iv del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo consagra que, la oportunidad para demandar en ejercicio del medio de control de controversias contractuales es de dos años y, en aquellos casos en que el contrato requiera de liquidación y ésta sea efectuada unilateralmente por la Administración, dicho término se contará desde el día siguiente al de la ejecutoria del acto administrativo que la apruebe. 

A la luz de lo anterior, se tiene que dentro del expediente
 obra la constancia de ejecutoria de la Resolución Nº 2851 de 2009, por medio de la cual se liquidó unilateralmente el Convenio Nº 094 de 2002, en la que consta que quedó debidamente ejecutoriada el 24 de junio de 2009, de manera que la caducidad del medio de control de controversias contractuales empezó a correr a partir del 25 de junio de 2009 hasta el 25 de junio de 2011 y, como quiera que la demanda se interpuso el 30 de septiembre de 2014 resulta forzoso concluir que fue extemporánea, por lo que se impone su rechazo. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, 

RESUELVE

PRIMERO. RECHAZAR la demanda interpuesta por la Gobernación del Valle del Cauca en contra de la Nación – Ministerio de Educación Nacional, en atención a las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.
SEGUNDO. Por Secretaría, DEVOLVER a la parte actora, sin necesidad desglose, los anexos presentados con la demanda.

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

HERNAN ANDRADE RINCON
�Folios 11 a 18 del cuaderno principal.   


� Sala Plena, sentencia de 29 de octubre de 1996, M.P. Dr. Daniel Suárez Hernández, reiterada en sentencia de Sala Plena de 4 de marzo de 2003, M.P. Dr. Manuel Santiago Urueta Ayola. 


� Folio 21 del cuaderno principal. 





